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    APRESENTAÇÃO




    A presente obra, “Direitos Reais e Infraestrutura”, reúne os trabalhos apresentados e debatidos no âmbito do XIV Encontro da Rede Internacional de Bens Públicos (RIBP)1, consolidando reflexões acadêmicas de elevada densidade teórica e relevância prática sobre um dos temas mais desafiadores do Direito Público contemporâneo: a interseção entre direitos reais administrativos e projetos de infraestrutura.




    A infraestrutura, em suas múltiplas dimensões constitui elemento estruturante do desenvolvimento sustentável e da concretização de direitos fundamentais. Ao mesmo tempo, sua implementação exige o adequado manejo jurídico dos bens públicos, das formas de utilização do domínio estatal e dos instrumentos que permitem a articulação entre titularidade pública, exploração privada e interesse coletivo.




    É nesse contexto que os direitos reais administrativos emergem como categoria central para compreender os mecanismos jurídicos que viabilizam a implantação, a gestão e a sustentabilidade das infraestruturas públicas. A disciplina dos bens públicos, a constituição de garantias, as concessões, as servidões administrativas, os regimes de reversão e as parcerias público-privadas são analisados sob uma perspectiva comparada, revelando convergências, especificidades nacionais e tendências evolutivas no direito ibero-americano e europeu.




    A obra conta com a participação de renomados professores e pesquisadores da Argentina, Brasil, Colômbia, Espanha, França, Itália, Peru, Portugal e Uruguai, o que confere ao livro um caráter verdadeiramente internacional e plural. A diversidade de experiências normativas e institucionais analisadas permite ao leitor identificar soluções inovadoras, desafios comuns e caminhos possíveis para o aperfeiçoamento dos modelos de gestão patrimonial e de infraestrutura.




    O diálogo entre teoria e prática, aliado à abordagem comparada, confere à obra não apenas valor acadêmico, mas também utilidade concreta para gestores públicos, magistrados, advogados, reguladores e formuladores de políticas públicas.




    Ao reunir diferentes tradições jurídicas e perspectivas metodológicas, este livro reafirma a vocação da Rede Internacional de Bens Públicos como espaço permanente de cooperação científica, promovendo a construção de um direito das infraestruturas mais sistemático, funcional e comprometido com a dignidade humana, a boa administração e o desenvolvimento sustentável.




    Que esta obra contribua para o aprofundamento do debate e para o aprimoramento das soluções jurídicas necessárias à adequada gestão dos bens públicos e à concretização das infraestruturas essenciais às presentes e futuras gerações.




    Rio de Janeiro, 2026.




    Os Editores




    




    

      

        	1 A RIBP é uma associação de instituições acadêmicas da Europa e da América Latina que, há mais de 10 (dez) anos, abordam regularmente temas relacionados ao regime jurídico dos bens públicos por meio de atividades de pesquisa, ensino e extensão, com foco em estudos de natureza comparada.
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    I. INTRODUCCIÓN




    Como lo hemos dicho en otra oportunidad la noción de infraestructura ha venido a modificar el enfoque relativo a los bienes públicos1 y otros institutos del derecho público, tales como los contratos administrativos.2




    En virtud de ello, en primer lugar, intentaremos esbozar sus principales características indagar sobre su contenido, con el objetivo de sentar las bases del derecho de las infraestructuras.




    Luego, analizaremos el rol que tienen los bienes públicos y los derechos reales administrativos en el campo de las infraestructuras, a partir de la regulación del asunto en la República Argentina.




    II. LAS INFRAESTRUCTURAS




    1. Aproximación conceptual




    Es primer lugar, corresponde poner de resalto que la conceptualización de las infraestructuras no es una tarea sencilla. La complejidad del asunto, desde nuestra perspectiva, viene dada por la circunstancia de que detrás de tal definición se esconden y entremezclan aspectos económicos, jurídicos, técnicos y propios de la ingeniería.




    Asimismo, acrecienta la referida dificultad de lograr una noción, el hecho de que pueden existir infraestructuras tanto de índole pública como de titularidad privada e, incluso, que interrelacionen o combinen ambas cualidades, según las características del proyecto cuya realización se pretende.




    Amén de lo expuesto, es importante resaltar que la infraestructura presupone una gran variedad de acciones e intervenciones humanas que se realizan con un fin primordial: conseguir un beneficio social y ambiental de la comunidad, que se sustenta en la necesidad de satisfacer una necesidad básica3 que, luego, se convierte en un capital social fijo que se integra al acervo del Estado4 o de los particulares.




    Sin perjuicio de ello, corresponde señalar que se ha definido a la infraestructura como el conjunto de equipamientos y servicios necesarios para la realización de actividades productivas.5




    2. La contratación administrativa y las infraestructuras




    Las nociones desarrolladas anteriormente, en lo concerniente a la infraestructura, nos colocan ante el desafío de analizar si existen diferencias entre dicha figura y la contratación pública.




    Como bien lo destaca De la Riva debe distinguirse la noción de infraestructura de la obra pública, que constituye una noción más acotada y precisa.6 Lo mismo podría decirse, respecto de la concesión de obra pública, de servicios o de la explotación del dominio público mediante la explotación de sus diversos usos, mediante un título habilitante (permiso, concesión, etc.)




    Es que resulta evidente que el concepto de infraestructura, al ser “multiconcesional”, tiene la aptitud para involucrar diversos objetos contractuales que convivan entre sí, de un modo dinámico y particular. En virtud de ello, el desarrollo de infraestructuras puede involucrar obras, diversos servicios, bienes del dominio estatal e incluso, la constitución de derechos de superficie, figuras contractuales como el fideicomiso o relacionadas con el financiamiento (empréstito público, por ejemplo)




    Tal circunstancia hace que el concepto de infraestructura sea más dinámico y amplio que el de la contratación administrativa. En definitiva, se trata de una figura con mayor alcance y flexibilidad.




    Además, es importante apuntar que la noción de infraestructura resulta superadora de la contratación administrativa clásica dado que su costado social está vinculado con la idea de dignidad humana en tanto el desarrollo de las mismas involucra un interés social de la ciudadanía que, en definitiva, es su destinatario final.




    Con esa impronta la Ley 27.328 que regula los contratos de participación público privada en la República Argentina establece expresamente que tales tipos de convenios pueden efectuarse “con el objeto de desarrollar proyectos en los campos de infraestructura” (Art. 1) e incentivarse el acceso a las mismas (art. 4 inciso f)




    3. Las infraestructuras y la dignidad humana




    Como vimos, existe una relación estrecha entre las infraestructuras y la satisfacción de los derechos fundamentales de los ciudadanos en tanto y en cuanto tanto el diseño, la construcción y/o el financiamiento se hacen en base a una consideración de las necesidades de los ciudadanos.




    La infraestructura, entonces, viene a cubrir esa demanda social habida cuenta que está orientada a mejorar la calidad de vida y a lograr la satisfacción de necesidades de la comunidad en su conjunto. De allí la ligazón de la cuestión con el principio de la dignidad humana, y el principio de la buena administración que colocan al ciudadano como centro de escena de la actuación estatal7 y fuente de todos los principios y derechos8, poniendo en valor la necesidad de satisfacer sus derechos fundamentales.9




    Desde nuestra perspectiva, en definitiva, la realización de las infraestructuras constituye una vía para potenciar el desarrollo de los derechos humanos, habida cuenta que el vínculo entre los ciudadanos y su relación con la administración pública –en sus diversas facetas–, depende, en gran medida, de la concreción de las infraestructuras.




    Con tal orientación, además, debe procurarse que a través de las mismas se procure la tutela de los derechos de los sujetos más desfavorecidos en el contexto social, tales como mujeres, ancianos, personas con capacidades reducidas o especiales, niños, etc.




    III. CARACTERÍSTICAS DE LAS INFRAESTRUCTURAS




    A partir de lo expuesto en los apartados anteriores, corresponde indagarse cuáles son las principales características que presentan las infraestructuras. Es que tales notas tipificantes permitirán advertir la influencia que las infraestructuras tienen sobre los bienes públicos y la interrelación con estos.




    1. Pluralidad regulatoria




    Generalmente, las infraestructuras funcionan o se materializan a través de redes que se expanden en diversos territorios y de bienes públicos de distinta titularidad, pública y privada. Tal aspecto trae aparejado que tenga lugar la intervención de numerosas y diversas autoridades regulatorias y la necesaria convivencia de diversos marcos jurídicos.




    Esta circunstancia nos coloca ante la existencia de una pluralidad regulatoria que se da en dos órdenes bien marcados.




    Desde un enfoque vertical deben convivir las autoridades nacionales, provinciales o estaduales, municipales, comunales, más allá de si se trata de un estado federal, confederado o de naturaleza unitaria.




    Asimismo, la pluralidad regulatoria tiene lugar en el plano horizontal habida cuenta que intervienen, de manera simultánea, agencias o entes reguladores, o diversos ministerios que componen el mismo estado. Ello también tiene la potencialidad para desafiar las reglas básicas de la organización administrativa dado que es necesaria la creación de redes o entes interadministrativos que puedan gestionar la infraestructura, tanto en su diseño como su realización, de manera más eficiente.




    Es importante destacar, entonces, que conviven de manera simultánea ambos planos dando lugar a numerosas relaciones regulatorias y jurídicas, lo que dota de cierta complejidad al desarrollo y concreción de la infraestructura.




    2. Interjurisdiccionalidad




    En razón de lo señalado en el apartado anterior, es común que la concreción de la infraestructura requiera la cooperación, actuación conjunta o el trabajo en red, de diversas jurisdicciones, sea por tratarse de una autoridad regulatoria y por ser la administración titular del bien público. Esta nota se enfatiza en los estados que tiene una organización federal, lo que redunda en una mayor complejidad.




    De este modo, se presenta la necesidad de una cooperación vertical entre el Estado nacional, las provincias y los municipios que puede motivar la firma de convenios entre los diversos sujetos públicos involucrados. Incluso, el desarrollo de las infraestructuras puede hacer partícipes a diversos países o regiones10.




    El régimen jurídico argentino relativo a los contratos de participación público privada normado mediante la ley 27.328 contiene una regulación expresa sobre las infraestructuras interjurisdiccionales, teniendo en cuenta el carácter federal del Estado argentino11.




    En tal sentido, el art. 1 del Decreto reglamentario 118/2017 prescribe que en los supuestos en que los proyectos de infraestructura requieran la participación de órganos y entes provinciales y/o municipales a los fines de su implementación, el esquema contractual debe tener la flexibilidad necesaria para adaptar su estructura a las exigencias particulares de cada proyecto y a los de su financiamiento.




    A tales efectos contempla, incluso, la posibilidad de que se celebren convenios interjurisdiccionales que prevean o regulen la participación de dichos órganos y entes provinciales.




    3. Multiconcesionalidad




    La infraestructura, habitualmente, es multiconcesional dado que su desarrollo puede involucrar diversos contratos administrativos tales como los contratos de concesión de obra, de servicios públicos y explotación de bienes del Estado a través de técnicas concesionales, permisos, licencias, o cualquier otro título habilitante que permita el uso diferencial de los mismos.




    Esto que marcamos puede advertirse, claramente, en la regulación de los contratos de participación público privada en la República Argentina. Pues, el art. 1 del Decreto reglamentario 118/2017 dice: “Podrán ejecutarse a través del régimen previsto en la Ley, los Proyectos cuyo objeto sea la provisión de mano de obra, el suministro y provisión de bienes y la construcción o ejecución de obras.”




    La combinación flexible y dinámica entre tales figuras convencionales resulta imprescindible para el desarrollo de las infraestructuras pero también dota de complejidad al sistema, al yuxtaponerse la regulación correspondiente a cada especie contractual.




    4. Amplitud del objeto




    Los proyectos de infraestructura pueden tener por objeto diversas actividades entre las que cabe mencionar el diseño, la construcción, ampliación, mejora, mantenimiento, el suministro de equipamientos y bienes, la explotación u operación de bienes públicos y privados y también el financiamiento.




    Aquí toma relevante importancia la cuestión relativa a los bienes públicos, tanto en lo que refiera a su utilización como sustrato material de las infraestructuras sino también como mecanismo de garantía para el titular del proyecto sino también como medio de financiamiento, tal como veremos luego.




    Es importante tener presente que la amplitud del objeto referida también puede tener impacto en el aspecto económico del proyecto habida cuenta que puede verificarse una especie de subsidio cruzado entre las diversas actividades. A modo ilustrativo puede citarse el caso de la realización de hospitales mediante un contrato en donde quien lo construye también será el encargado de su explotación. En tal supuesto, la rentabilidad de esta última etapa puede hacer que el costo de la realización de la obra sea inferior.




    También, el objeto ampliado puede provocar la reducción de riesgos. Ello se deriva, por ejemplo, del hecho que quien diseña el proyecto sea el mismo sujeto que lo construye y lo explota. Tal aspecto puede evitar que se produzcan errores en el proyecto que requieran mayores costos de edificación.




    5. Flexibilidad




    La concreción de las infraestructuras requiere la flexibilidad necesaria para adaptar su sustrato material a las exigencias particulares de cada proyecto y a las de su financiamiento, y de las mejores prácticas internacionales existentes en la materia. Esto la diferencia de la contratación administrativa que, generalmente, es rígida y vinculada por el principio de legalidad, lo que acota la autonomía de la voluntad entre las partes contratantes.12




    6. Valor intergeneracional




    Las infraestructuras, debido a su volumen y complejidad, al tiempo que demanda su concreción, habitualmente, están dotadas de un valor que excede a la generación que la va a financiar con sus tributos y a la que la va a utilizar y aprovechar.




    Por tal motivo, el análisis del derecho comparado pone de resalto que los sistemas normativos prevén plazos contractuales de más de treinta años para su desarrollo y finalización.




    Tal circunstancia evidencia que en esta materia es necesario tener una mirada política a mediano y largo plazo, lo que exige un enfoque de solidaridad intergeneracional para su concreción y desarrollo.




    7. Participación ciudadana




    Además, debe indicarse que el diseño, la construcción, el emplazamiento, ubicación, etc., requieren el logro de consensos de los diversos sectores interesados en donde van a tener lugar la infraestructura.




    Para ello, es preciso permitir y asegurar la participación ciudadana real en procesos de toma de decisión. Ello, requiere, asimismo, la creación de procedimientos administrativos tales como las audiencias o consultas públicas que permitan encausar, de manera adecuada y efectiva, ese tipo de decisiones.




    Pues, en este punto, no puede admitirse que el Estado posea el monopolio en materia de infraestructuras, sino que la ciudadanía y los diferentes actores sociales se involucren en el asunto aportando soluciones y puntos de vista.




    8. Sostenibilidad económica y financiera




    El desarrollo y la concreción de las infraestructuras requiere responsabilidad presupuestaria y financiera por parte del Estado que la va a llevar adelante.




    Por tales motivos, debe considerarse primordialmente la capacidad de pago de la administración pública para adquirir los compromisos financieros, tanto presentes como futuros que se deriven de la ejecución de los diversos contratos involucrados.




    En virtud de lo expuesto, resulta aconsejable que no se comprometa la sostenibilidad de las finanzas públicas estatales.




    9. Sostenibilidad ambiental




    Como vimos anteriormente, la realización de infraestructuras implica la concreción de una gran variedad de intervenciones de la persona humana y, muchas veces, la modificación del entorno –natural y cultural– en donde se han de emplazar. Por tal razón, resulta necesario que el proyecto sea sostenible desde el plano ambiental y que provoque la menor cantidad posible de pasivos ambientales13 y, en caso de provocarlos, procure su recomposición.




    Entonces, es imprescindible que previo a su desarrollo se lleven adelante los estudios y procedimientos ambientales exigibles14 y se concrete la intervención correspondiente de las autoridades competentes, como a la población afectada mediante los mecanismos de participación adecuados. También resulta relevante la intervención de las mismas en lo relativo al diseño.




    El enfoque de la cuestión debe estar orientado tanto a la prevención como a la compensación ambiental en el caso en que no puedan evitarse las lesiones a la naturaleza.15




    Como lo hemos señalado anteriormente, el diseño y desarrollo de las infraestructuras requiere que las mismas sean sustentables desde el punto de vista ambiental. Por tal motivo, deben preferirse aquellas opciones que no provoquen lesiones en el ambiente.




    En lo vinculado a este asunto el art. 5 de la Ley 27.328 establece que “En la estructuración de proyectos de participación público-privada, la contratante deberá promover la protección y cuidado ambiental en el ámbito de los mismos, adoptando las medidas de prevención, mitigación, sanción o compensación, según el caso, de los impactos negativos o adversos que eventualmente se ocasionen al ambiente, conforme la normativa vigente y aplicable a cada proyecto. En la documentación contractual deberán especificarse las obligaciones que, a los fines antes indicados, deberán recaer sobre cada una de las partes del contrato de participación público-privada y contener los mecanismos que aseguren el cumplimiento por parte de la contratista de todas las obligaciones que la legislación aplicable pudiere imponerle en esta materia. A estos fines, previo a la aprobación de la documentación contractual, deberá tomar intervención el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación.”




    En tal orden de ideas, el art. 5 del Decreto reglamentario 118/2017 estipula que con carácter previo a la emisión por parte de la Autoridad Convocante debe realizarse un dictamen sobre el impacto socioambiental del proyecto y que resulta necesaria la intervención el Ministerio de Ambiente a los fines de que formule las consideraciones que estime pertinentes, respecto de los estudios ambientales exigibles o, en caso que ya hubiera sido expedida la autorización ambiental por parte de la autoridad competente en la jurisdicción, para el análisis propuesta y adopción de medidas de prevención, mitigación y/o compensación del proyecto.




    10. Transparencia




    Como se sabe, en virtud del principio de máxima divulgación, se presume que toda información es accesible, sujeto a un sistema restringido de excepciones y obliga a tener una conducta activa en la difusión de la información.16




    Ese deber, propio de un Estado democrático, impone que toda la información pública que se utilice para decidir o evaluar el desarrollo de las infraestructuras sea pasible de conocimiento por parte de la ciudadanía. Es más, resulta aconsejable que mediante un mecanismo de transparencia activa (o información pública positiva) sea la propia administración la que dé a conocer las iniciativas en la materia.




    Asimismo, dicho principio impone que los contratos por los cuales se ejecuten las infraestructuras tomen en cuenta prácticas anticorrupción, tales como la colusión, prevención de sobornos, implementación de programas de integridad, etc., y todas aquellas que implique una desnaturalización del ejercicio del poder estatal17.




    11. Sustentabilidad social




    Es importante que las autoridades públicas involucradas ponderen la rentabilidad social de los proyectos de infraestructura a realizar, y la aptitud de las mismas para incentivar la inclusión social, sobre todo en aquellos ámbitos en donde existan desigualdades estructurales tales como la pobreza, la marginalidad, o la exclusión social por razones de raza, religión, etc.




    Por esa razón, al momento de valorar el diseño, la construcción o la financiación resulta imprescindible que se contemple el impacto social que provocará el proyecto y que la infraestructura sea utilizada como un mecanismo para la reducción de las brechas existentes en la comunidad.




    Tales aspectos han sido considerados en el ordenamiento argentino18. En ese orden de ideas, también se contempla el deber de medir el impacto socio ambiental que provocará el proyecto19 y la obligación de la autoridad contratante, de modo previo a su formalización, de ponderar la rentabilidad económica y/o social de los proyectos de infraestructura que pretendan llevarse a cabo.20




    12. Accesibilidad y no discriminación




    Asimismo, es necesario que se priorice y optimice el acceso de los ciudadanos a infraestructura y a los servicios que ella involucre. En tal sentido, el Estado se encuentra obligado a garantizar el libre acceso, en condiciones de igualdad y no discriminación, tanto por parte de los usuarios finales como de aquellos operadores que utilizan las redes para brindar un servicio a tercero o para competir.




    Es que, como dijimos con anterioridad al referirnos al aspecto social, la concreción de las infraestructuras debe ser un cauce para reducir las desigualdades estructurales en una sociedad.




    13. Centralidad burocrática




    La complejidad del asunto y la interjurisdiccionalidad denunciada anteriormente, aconseja la creación de un organismo estatal específico en materia de infraestructura que tenga una mirada transversal a todas las carteras que involucran la cuestión.




    IV. EL ROL DE LOS BIENES PÚBLICOS Y DE LOS DERECHOS REALES ADMINISTRATIVOS EN LAS INFRAESTRUCTURAS




    A partir de lo expuesto, en los apartados anteriores explicaremos seguidamente las particularidades que presenta la cuestión de los bienes públicos y los derechos reales administrativos en el marco de las infraestructuras.




    1. La ley 27.328




    En primer lugar, corresponde señalar que no cabe efectuar una equivalencia directa entre la noción de infraestructura y bienes públicos. Ello dado que, como hemos explicado, aquella puede involucrar, también, bienes de naturaleza privada. Incluso, los bienes públicos pueden ser de titularidad de distintos estamos de gobierno (nacional, provincial y/o municipal) lo que genera cierta complejidad en el planeamiento, diseño y concreción de las infraestructuras.




    Además, los contratos de participación público privada, pueden involucrar el diseño, construcción, ampliación, mejora, mantenimiento, suministro de equipamientos y bienes, explotación u operación y financiamiento de las infraestructuras.




    En consonancia con lo expuesto, el art. 9, inciso g) de la Ley 27.328 autoriza que la parte contratante, es decir, la administración pública pueda comprometer como aporte la titularidad de bienes de su propiedad, y/o la concesión de derechos de uso y/o de explotación de bienes del dominio público y/o privado.




    Por otra parte, dicho marco legal permite que el Estado Nacional garantice o solvente sus obligaciones de pago mediante bienes públicos, con la correspondiente autorización del Congreso de la Nación (Art. 18)




    También, ese marco legal señala que pueden constituirse garantías sobre los derechos de explotación de los bienes del dominio público o privado que hubieran sido concedidos al contratista para garantizar el repago del financiamiento necesario para llevar a cabo los proyectos de infraestructuras que se efectúen en el marco de la presente ley. (Art. 19)




    A su vez, cabe añadir que la referida ley estipula que en los pliegos y en la documentación contractual debe dejarse en claro la titularidad y el régimen de explotación, afectación y destino, luego de la terminación del contrato, de los bienes, muebles e inmuebles, que se utilicen y/o que se construyan durante su vigencia (art. 9 inciso o) y la especificación de los bienes muebles e inmuebles que revertirán o que serán transferidos al Estado nacional al extinguirse el contrato, pudiéndose acordar que la titularidad de la obra o infraestructura que se construya recién pasará al Estado a la finalización de la ejecución del contrato; (art. 9 inciso v)




    2. El impacto de los bienes urbanos




    Como hemos apuntado en otra oportunidad21, gran parte de las infraestructuras tienen lugar en las ciudades, debido a la alta demanda en la satisfacción de necesidad públicas y privadas. Tal circunstancia impone una mirada holística de los bienes públicos. Pues, como se ha dicho, la ciudad es el nicho para la ubicación conceptual y fáctica de las infraestructuras.22




    Es que ese punto de vista, descarta una mirada individual de los bienes de dominio público y privado, exigiendo un tratamiento global de los mismo, como parte de esa universalidad que es la infraestructura.




    Entonces, es imprescindible que previo a su desarrollo se lleven adelante los estudios, evaluaciones y procedimientos ambientales exigibles23 y se verifique la intervención correspondiente a las autoridades correspondientes, como a la población afectada mediante los mecanismos de participación adecuados por parte de los ciudadanos. También resulta relevante la intervención de las mismas en lo relativo al diseño.




    De este modo, la cuestión relativa a los bienes públicos urbanos no puede hacerse de manera aislada sino con la mirada puesta en la infraestructura dentro de la cual aquellos se insertan.




    3. Los derechos reales administrativos




    Como se ha señalado, la categoría de los derechos reales administrativos tiene márgenes poco claros en el derecho argentino.24




    En ese sentido, debe apuntarse que el Estado como los particulares pueden ser titulares de derechos reales tales como el dominio, la hipoteca, servidumbres, entre otros.




    En lo tocante a las infraestructuras, es interesante poner de resalto que en lo que podría denominarse como un derecho real administrativo el art. 9, inciso g) de la Ley 27.328 autoriza que la parte contratante, es decir, la administración pública, pueda constituir derechos de superficie sobre bienes del dominio público.




    Cabe agregar que más allá de su enumeración en el listado de derechos reales que contempla el art. 1887 del Código Civil y Comercial, ese cuerpo normativo, prescribe que “El derecho de superficie es un derecho real temporario, que se constituye sobre un inmueble ajeno, que otorga a su titular la facultad de uso, goce y disposición material y jurídica del derecho de plantar, forestar o construir, o sobre lo plantado, forestado o construido en el terreno, el vuelo o el subsuelo, según las modalidades de su ejercicio y plazo de duración establecidos en el título suficiente para su constitución y dentro de lo previsto en este Título y las leyes especiales.” (Art. 2114)




    Además, agrega que “El superficiario puede realizar construcciones, plantaciones o forestaciones sobre la rasante, vuelo y subsuelo del inmueble ajeno, haciendo propio lo plantado, forestado o construido. También puede constituirse el derecho sobre plantaciones, forestaciones o construcciones ya existentes, atribuyendo al superficiario su propiedad. En ambas modalidades, el derecho del superficiario coexiste con la propiedad separada del titular del suelo.” (Art. 2115)




    En lo referente a este asunto importante doctrina nacional ha remarcado que, en el derecho de superficie, las cosas se presentan de un modo bien distinto, desde que el Código Civil y Comercial de la Nación le atribuye al superficiario un derecho de propiedad (temporario) sobre lo construido lo cual, de por sí, permite pensar que su posición frente a las mejoras gozará de mayor solidez si se la compara con aquella del concesionario de uso25.
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    1. Os bens públicos no direito português e sua relação-base com as infraestruturas públicas




    Em Portugal, a necessidade de regulação dos bens públicos não é recente, sendo, aliás, possível afirmar que os bens públicos estão na origem de Portugal como Estado1: a autonomia de um património público distinto do património pessoal do Rei foi decisiva para a autonomia da Coroa enquanto instituição política2.




    Mais tarde, quando superada a incerteza patrimonial que marcara a época medieval3, o direito liberal permitiu recuperar uma determinação normativa sólida no sentido de que os bens de uso público pertencem em propriedade à Nação, os quais seriam inalienáveis enquanto durasse a sua afetação4, enquanto os restantes bens da Nação integravam a Fazenda pública disponível5.




    Sendo indiscutível a influência do direito francês na reforma administrativa liberal ocorrida em Portugal, o conceito de domínio público (“domaine public”) acabou por ser explicitamente recebido no direito português através dos decretos reais de 31 de dezembro de 18646.




    Nestes decretos, inaugurativos da dominialidade no sistema jurídico português, é a circulação pública a emergir como a principal razão de ser a sua aprovação: o fim de interesse público justificativo da dominialidade dos bens aí regulados – as estradas, os caminhos de ferro, os portos marítimos, as praias, os rios navegáveis e flutuáveis e suas margens, os canais, os portos artificiais e docas existentes o que de futuro sejam construídos – corresponde à garantia da conservação e proteção do suporte material à circulação de pessoas e bens7, seja por via terrestre, marítima ou fluvial.




    Assim, a ideia segundo a qual integram o domínio público conjuntos de elementos funcionalmente ligados e indispensáveis à prossecução de um determinado fim de interesse público – ou seja, a ideia de infraestrutura pública8 – encontrou expressão imediata nos primeiros regimes sobre domínio público, dada a regulação da utilização das estradas, dos caminhos de ferro e dos portos artificiais como complexos de bens nos decretos aprovados em 1864.




    Além disso, há época, as linhas telegráficas eram frequentemente erigidas em conjunto com os caminhos de ferro, em aproveitamento dos postes de catenária para a sua fixação, pelo que sua dominialidade fora igualmente reconhecida enquanto parte da infraestrutura ferroviária. Ou seja, além de infraestruturas destinadas ao uso público de circulação, deu-se o reconhecimento da dominialidade de uma infraestrutura de serviço público: a rede telegráfica9.




    Verifica-se, então, que a regulação da dominialidade pública em Portugal está, desde a sua origem, associada à proteção de certas infraestruturas destinadas à prossecução de fins de interesse público, algo que se mantém até aos dias de hoje, com a previsão constitucional e legal de tipos dominiais caracterizáveis como domínio público infraestrutural10.




    Todavia, à luz do sistema jurídico português, nem todas as infraestruturas destinadas à prossecução de fins de interesse público, incluindo infraestruturas de uso público, são caracterizáveis como bens do domínio público.




    Este trata-se de um ponto fundamental na relação-base dos bens públicos com as infraestruturas públicas, cuja compreensão assenta, grosso modo, na summa divisio entre domínio público e domínio privado da Administração, e, em especial, no sistema fechado da dominialidade pública em vigor no direito português. Os bens dominiais são aqueles que se encontram identificados como tal na Constituição e na lei: é isso que resulta do artigo 84.º, n.º 1, alínea f), artigo 84.º, n.º 2, e artigo 165.º, alínea v), todos da Constituição da República Portuguesa, e do artigo 14.º do Decreto-Lei n.º 280/2007, de 7 de Agosto, na redação atual, que aprova o Regime Jurídico do Património Imobiliário Público.




    Assim, se no direito português a composição do domínio público coincide com os bens subsumíveis aos tipos estabelecidos em normas constitucionais e legais, os critérios da afetação ao uso público ou da afetação ao serviço público não se mostram suficientes para qualificar uma infraestrutura como dominial. Não se assiste ao fenómeno da hipertrofia dominial que promoveria a absorção das infraestruturas públicas pelo domínio público.




    Tanto haverá infraestruturas afetas ao uso público dos cidadãos ou à prestação de um serviço público que não integram o domínio público, como haverá infraestruturas sob propriedade de uma entidade pública que não integram o domínio público, mas sim o domínio privado da Administração, como ainda haverá infraestruturas destinadas à prossecução do interesse público que não pertencem à Administração, mas sim a privados.




    No pressuposto da aplicação de um conceito de infraestruturas públicas relativo aos conjuntos de elementos artificiais funcionalmente ligados que constituem o suporte patrimonial indispensável à prossecução de um determinado fim de interesse público, a variabilidade da relação estabelecida entre bens públicos e infraestruturas públicas justifica que se distinga, a partir do seu regime patrimonial, as infraestruturas dominiais, as infraestruturas públicas de domínio privado e as infraestruturas públicas privadas.




    2. As infraestruturas dominiais




    Como antecipado acima, o domínio público em Portugal corresponde ao conjunto de bens cuja utilidade pública produzida pela sua utilização e gestão é determinativa da sua classificação constitucional ou legal como bens dominiais e a consequente e devida aplicação do regime do domínio público.




    Não obstante esta circunstância, que é transversal à dominialidade pública de quaisquer bens, a constituição do domínio público, isto é, a possibilidade de formulação de um juízo sobre a integração de um dado bem ou conjunto de bens no domínio público enquanto acervo patrimonial diferenciado das entidades públicas territoriais11, não dispensa a distinção entre domínio público natural e domínio público artificial.




    Quanto ao primeiro, relativo aos bens cujas utilidades públicas justificativas da sua dominialidade resultam das suas características físicas intrínsecas, o legislador português estabelece a suficiência da norma de classificação no processo constitutivo do domínio público.




    Nos termos do disposto no artigo 16.º, n.º 1, primeira parte, basta que certas parcelas ou zonas do mundo material tenham as características naturais reconhecidas por uma norma constitucional ou legal de classificação dominial para que a utilização e gestão desses bens fique sujeita ao regime do domínio público.




    Já no que respeita ao domínio público artificial, a vigência da norma de classificação dominial é necessária, mas não suficiente: além do reconhecimento normativo de que certos bens erigidos pela Administração (ou a seu pedido) devem integrar o domínio público, essa incorporação depende da afetação dos bens às utilidades públicas que justificam a vigência da norma de classificação. Essa afetação tanto deve ser jurídica, no sentido de corresponder a uma decisão resultante do exercício da competência conferida pela norma do artigo 16.º, n.º 1, segunda parte, do RJPIP, como deve ser material, dada a imposição de que a eficácia da decisão de afetação depende da efetiva verificação das utilidades que justificaram a sujeição do bem ao estatuto da dominialidade (artigo 16.º, n.º 2, do RJPIP)12.




    Esta realidade obriga a que se avance para um conjunto de precisões e esclarecimentos sobre o enquadramento a dar às infraestruturas dominiais.




    Em primeiro lugar, as infraestruturas dominiais serão, sem exceção, tipos de bens do domínio público artificial, sendo-lhes por isso aplicável o regime acima descrito quanto à constituição do domínio público, a qual fica dependente da classificação normativa da dominialidade, mas também da afetação, jurídica e material, dos bens. Não se mostrará ajustado ao direito dos bens públicos a adoção do sentido amplo (amplíssimo) de infraestrutura de modo a nele incluir bens dominiais naturais enquanto “infraestruturas naturais”13. Os tipos de domínio público natural previstos no sistema jurídico português – domínio público aéreo, domínio público hídrico, domínio público geológico e domínio público radioelétrico – não justificam a caracterização dos bens nele subsumíveis como infraestruturas14, devendo por isso o conceito e a sua aplicação ficarem reservados para conjunto funcionais de elementos artificiais.




    Com isto não se recusa que as infraestruturas dominiais devam ser geridas em função da proteção e da valorização ambiental, nomeadamente, mediante a integração de componentes ambientais nas infraestruturas. Uma coisa é a função ambiental das infraestruturas dominiais; outra é a qualificação de ecossistemas ambientais ou zonas naturais como infraestruturas (“infraestruturas verdes” e “infraestruturas azuis”), que se ajustará a outros planos do sistema jurídico15, mas não tanto ao direito dos bens públicos.




    Em todo o caso, a exclusão da caracterização de bens do domínio público natural como infraestruturas dominiais não implica uma sobreposição total entre domínio público artificial e infraestruturas dominiais. Nem todos os bens do domínio público erigidos pela Administração (ou a seu pedido) são qualificáveis como conjuntos de elementos artificiais funcionalmente ligados enquanto suporte patrimonial para a prossecução de um determinado fim de interesse público. Os cemitérios corresponderão ao exemplo mais significativo de bem dominial artificial não caracterizável como infraestrutura, sendo também esse o caso dos bens integrados no domínio público cultural (e.g. palácios, monumentos ou museus de titularidade pública).




    Posto isto, e tendo em conta a totalidade dos tipos de domínio público previstos no sistema jurídico português16, as infraestruturas dominiais encontram correspondência com os seguintes:




    (i) Domínio público rodoviário17;




    (ii) Domínio público ferroviário18;




    (iii) Domínio público aeroportuário19;




    (iv) Domínio público portuário20.




    Está em causa a infraestrutura rodoviária enquanto rede que se estende pelo território nacional, composta pelas estradas e demais elementos destinados à circulação pública viária e cuja propriedade pública se encontra repartida por diferentes pessoas coletivas territoriais em razão da diversidade de acessos e ligações permitidas pelas vias21, a infraestrutura ferroviária enquanto rede que se estende pelo território nacional, composta pelas linhas e ramais de demais elementos destinados à circulação ferroviária de interesse nacional e cuja propriedade pública pertence ao Estado22, as infraestruturas aeroportuárias, que correspondem aos aeroportos e aeródromos de interesse público de implantação dispersa pelo território nacional, destinados à circulação de pessoas e bens e cuja propriedade pública pertence ao Estado23, e as infraestruturas portuárias, que correspondem aos portos artificiais de interesse público dispersos pelo território nacional, implantados em domínio público marítimo, fluvial ou lacustre, destinados à circulação de pessoas e bens e cuja propriedade pública pertence ao Estado em Portugal Continental e às Regiões Autónomas da Madeira e dos Açores em território insular24.




    Com ou sem a intermediação da prestação de um serviço público, é de realçar corresponderem, sem exceção, a infraestruturas destinadas à prossecução do fim de circulação pública de pessoas e bens – o que constitui o fim de interesse público clássico ou tradicional justificativo da dominialidade pública. É também denominador comum às infraestruturas dominiais a sua caracterização como universalidades públicas25 assentes no critério funcional da afetação, o que as torna complexos de bens que superam o elemento principal da infraestrutura (a faixa de rodagem de veículos; as linhas férreas; a zona destinada a aterragem, descolagem e manobra de aeronaves; a área de atracação de navios). A dominialidade estende-se a todos os elementos funcionalmente destinados à prossecução do fim público que justifica a existência da infraestrutura26.




    Deve, todavia, ser notada uma diferença de relevo, concretizada na distinção entre infraestruturas de rede e infraestruturas pontuais. Enquanto a infraestrutura rodoviária e a infraestrutura ferroviária constituem redes ou sistemas patrimoniais assentes na ligação e interdependência entre os diferentes elementos da infraestrutura, com extensão territorial e continuidade material, já as infraestruturas aeroportuárias e as infraestruturas portuárias correspondem a complexos de bens localizados em pontos específicos do território, constituindo, por isso, conjuntos dominiais autónomos e primordialmente geridos em função da concentração territorial dos seus componentes.




    No que respeita às infraestruturas dominiais de rede, a sua extensão territorial e continuidade material levanta questões que lhe são próprias. Por um lado, é lhes comum a necessidade de uma gestão do domínio público que garanta de forma integrada a permanência da afetação ao interesse público de todas as ligações e pontos da rede. Por outro, na infraestrutura rodoviária verifica-se uma circunstância específica, relativa à repartição da propriedade pública da infraestrutura por diferentes entidades públicas territoriais, isto é, a mesma infraestrutura de rede subdivide-se em diferentes universalidades públicas pertencentes a diferentes proprietários (Estado e autarquias locais em Portugal Continental; Regiões Autónomas e autarquias locais nos arquipélagos da Madeira e dos Açores). Assim, a lei tanto legitima uma gestão autónoma das diferentes sub-redes integradas na infraestrutura rodoviária – e.g. cada município gere, com autonomia e em função dos interesses das respetivas populações, a sua rede viária municipal –, como se exigirá que essa gestão se realize em cooperação entre os diferentes proprietários públicos (ou gestores) de bens do domínio público rodoviário, de modo a garantir a unidade funcional e a continuidade da rede.




    No que toca às infraestruturas dominiais pontuais, será incontroverso que a autonomia da gestão dominial de cada aeroporto ou porto se manifesta na generalidade das condutas, jurídicas e materiais, devidas ao proprietário (ou gestor) desse bem do domínio público: as decisões sobre uso comum do domínio público, a gestão da atribuição de direitos de uso privativo do domínio público, a regulação das condutas permitidas sobre o bem dominial, entre outros modos de exercício do direito de propriedade pública, incidem sobre aquela infraestrutura, e não por referência a uma rede de componentes ou bens dominiais. A eventual identificação pelo legislador de redes de infraestrutura pontuais27 não é representativa de uma rede em sentido dominial, mas sim manifestação de uma dada opção de agregação por motivos técnicos ou outros, incluindo a eventual necessidade de cooperação ou articulação na gestão de infraestruturas (e não de uma infraestrutura una e contínua).




    As infraestruturas dominiais, sejam infraestruturas de rede ou infraestruturas pontuais, estão naturalmente submetidas ao regime do domínio público, caracterizado pela extracomercialidade de direito privado e a concomitante integração dos bens no comércio jurídico público. As infraestruturas dominiais são, com extensão para a totalidade dos seus componentes, inalienáveis a sujeitos privados, insuscetíveis de constituir objeto de direitos reais privados ou outros direitos civis, sendo ainda impenhoráveis e imprescritíveis (artigos 18.º a 20.º do RJPIP). A constituição de posições jurídicas a favor de privados depende da outorga de direitos subjetivos públicos (para alguns, direitos reais administrativos28), em especial, o direito de administrar as infraestruturas nas vezes da Administração – concessão de gestão ou exploração do domínio público (artigo 30.º do RJPIP) ou o direito de utilizar em termos exclusivos uma dada parcela desses conjuntos dominiais – direito de uso privativo do domínio público (artigos 27.º a 29.º do RJPIP).




    É a partir deste regime geral que vigoram normas especiais sobre a gestão e a utilização dos diferentes tipos de domínio público infraestrutural, incluindo a decisão político-legislativa de outorgar a sua gestão a entidades integradas na administração indireta do entidade-proprietária. É esse o caso da gestão indireta pela empresa pública de direito privado Infraestruturas de Portugal, S.A., de parte da infraestrutura rodoviária – a pertencente ao Estado enquanto rede rodoviária nacional –, bem como da infraestrutura ferroviária29, ou ainda a gestão das infraestruturas portuárias por várias empresas de direito privado igualmente integradas na administração indireta do Estado. Já a gestão das infraestruturas aeroportuárias encontra-se, como se viu acima, concessionada pelo Estado a um operador económico privado.




    Em suma, são raros os casos em que infraestruturas dominiais são geridas diretamente pela entidade pública territorial que detém o direito de propriedade sobre os bens30. A sua gestão encontra-se, por via de regra, entregue a sujeitos especificamente dedicados ao seu desempenho, sejam empresas detidas pelos proprietários públicos (sociedade privadas de capitais públicos), sejam operadores económicos privados concessionários dessa tarefa pública.




    Esta transferência, para sujeitos de direito privado, da gestão das infraestruturas dominiais não é equiparável à sua privatização, que ocorrera em sistemas jurídicos próximos do sistema jurídico português com incidência sobre infraestruturas afetas ao fim de circulação pública de pessoas e bens31. A privatização formal e a privatização funcional não se confundem com a privatização material32 no aspeto fundamental de que nas duas primeiras modalidades as infraestruturas não abandonam a esfera patrimonial da Administração: permanecem sujeitas ao regime do domínio público e, como é seu elemento caracterizante, mantêm-se sob a propriedade das entidades públicas territoriais.




    No que respeita à privatização formal, as infraestruturas dominiais não integram, em nenhum dos casos conhecidos no sistema jurídico português, o património das empresas públicas, sejam empresas públicas de direito público ou sociedades comerciais detidas por entidades públicas. A outorga da gestão da infraestrutura tanto ocorre por ato legislativo como por contrato de concessão previsto em lei e celebrado entre uma dada entidade pública territorial e uma dada empresa pública, com a garantia de separação entre o domínio público e o património da empresa responsável pela sua gestão.




    Já no que toca à privatização funcional, a concessão de gestão do domínio público, acoplada ou não a uma concessão de serviços públicos ou a uma concessão de obras públicas, constitui um contrato de colaboração subordinada33 ao abrigo do qual os bens de domínio público não são, sob nenhuma circunstância, transferidos para a esfera jurídica do concessionário34, o qual é exclusivamente titular do direito de as administrar. Os bens do concessionário que integrem o estabelecimento da concessão constituem, necessariamente, bens não destinados à prossecução dos fins de interesse público justificativos da dominialidade das infraestruturas cuja concessão fora outorgada pela Administração.




    Deve, contudo, ser notado que esta linearidade na proteção das infraestruturas dominiais é uma realidade própria das infraestruturas destinadas à circulação pública de pessoas e bens, mas que já fora comprometida quanto a infraestruturas afetas à prossecução de outros fins de interesse público. É este o caso da rede pública de telecomunicações (“rede básica”), cuja desdominialização e consequente privatização material foram determinadas pela Lei n.º 29/2002, de 6 de dezembro, ou ainda do entendimento generalizado de que a norma determinativa da dominialidade das «redes de distribuição pública de energia elétrica»35 fora tacitamente revogada pelos regimes que, à boleia da privatização da sua gestão, transmitiram a propriedade das redes de transporte e distribuição de energia elétrica a empresas públicas que, aos dia de hoje, são empresas privadas em sentido próprio (cfr. infra, ponto 4).




    Como se percebe, as redes de utilities cuja dominialidade decorria da lei foram tomadas pelo processo de liberalização das atividades suportadas pelos bens36, enquanto outras, como a rede de transporte e distribuição de gás ou a rede de transporte e distribuição de água, nunca terão beneficiado de uma norma, constitucional ou legal, de classificação dominial. Cumprirá por isso deslindar se esta circunstância implica a sujeição destas infraestruturas ao direito privado em termos equivalentes ao regime do direito de propriedade privada tout court, ou se, ao invés, se está perante um regime de direito administrativo de bens pertencentes a sujeitos de direito privado.




    Em todo o caso, e por razões autoexplicativas, este ponto extravasa a matéria relativas às infraestruturas dominiais, devendo ocupar a nossa atenção adiante, não sem antes se abordar os termos em que o sistema fechado de classificação dominial vigente em Portugal contribui para a autonomização dogmática de uma outra categoria, que será intermédia: as infraestruturas públicas de domínio privado.




    3. As infraestruturas públicas de domínio privado




    Quando o uso público dos bens ou a sua afetação à prestação de um serviço público não constituem critérios gerais de qualificação dominial, isto é, apenas um conjunto normativamente delimitado de fins de interesse público prosseguidos pela utilização dos bens são justificativos da aplicação do regime do domínio público, a consequência provável – e que se verifica no direito português – é a amplitude significativa do acervo patrimonial correspondente ao domínio privado da Administração: o domínio privado das entidades públicas torna-se agregador de todos os bens que, sendo propriedade da Administração, não sejam normativamente classificados como dominiais37.




    Essa amplitude resulta, também, em heterogeneidade, associada à constatação de que são vários (a maioria) os bens de uso público erigidos pela Administração e integrados no domínio privado, i.e. sempre que verificada a sua não subsunção aos tipos legais de domínio público infraestrutural acima identificados. Poderá, todavia, existir dúvida razoável quanto à sua qualificação como infraestruturas. Na formulação de um juízo tendencial e empírico, dir-se-á que os bens facilmente identificáveis como bens de uso público não dominiais – e.g. escolas públicas, hospitais públicos, piscinas públicas, mercados públicos – não corresponderão a infraestruturas se aplicado um conceito estrito assente na ideia de sistema patrimonial de base composto por elementos artificiais funcionalmente ligados.




    Não obstante a validade desta asserção, a verdade é que o legislador português, a partir da regulação da propriedade pública do solo, aplica o conceito de infraestruturas de utilização coletiva com uma amplitude idónea à inclusão nesse conceito de bens de uso público não dominiais. Fá-lo, quer no artigo 22.º da Lei de bases gerais da política pública de solos, de ordenamento do território e de urbanismo38, destinado à regulação de espaços de uso público, equipamentos e infraestruturas de utilização coletiva, mas também no artigo seguinte da mesma lei, especificamente relativo à prossecução de políticas públicas de solos através de bens do domínio privado, incluindo de infraestruturas públicas [artigo 23.º, alínea c)].




    Em suma, e com esta aceção, o regime do domínio privado mostra-se aplicável às infraestruturas de propriedade pública que não sejam bens dominiais – as infraestruturas públicas de domínio privado.




    No que respeita às infraestruturas públicas de domínio privado pertencentes ao Estado (e dos institutos públicos do Estado), a sua utilização e gestão encontra-se diretamente regulada pelas normas do Capítulo III do RJPIP, sem prejuízo de, dado o corpo principiológico que lhes é comum (Capítulo I do RJPIP), as Regiões Autónomas39 e as autarquias locais40 se basearem regularmente nessas normas para administrar o seu domínio privado.




    Nesse regime, destaca-se a permissão para a constituição de direitos reais privados a partir das formas de administração de bens do domínio privado exemplificativamente enunciadas no artigo 53.º do RJPIP – nomeadamente, o arrendamento e a constituição de direito de superfície –, mas julga-se que a principal forma de administração de infraestruturas públicas de domínio privado não se encontra enunciada nessas disposições, que corresponderá à celebração de contratos de transmissão do direito de gestão de um bem do domínio privado.




    O facto de não se encontrar expressamente regulado no RJPIP não tem impedido o recurso à sua utilização em pleno exercício da autonomia contratual pública, dado que, através desta figura contratual, por vezes impropriamente designada de “concessão de exploração”, a entidade pública proprietária transmite a um particular a gestão de um de bens do domínio privado municipal, durante um período determinado e, prototipicamente, mediante o pagamento de taxa.




    O direito de gestão consubstancia-se na transferência do direito de administrar um bem do domínio privado municipal materialmente destinado à prossecução de um fim de interesse público – e.g. piscinas municipais; pavilhões desportivos; equipamentos culturais; equipamentos recreativos, jardins públicos –, logo, distinto de um contrato de atribuição do direito de exploração de uma parcela do domínio privado para fins de interesse privado, em especial, o desenvolvimento de atividade económicas (e.g. instalação de restaurantes ou bares; exploração de parques de estacionamento não integrados no domínio público rodoviário).




    Em suma, as infraestruturas públicas de domínio privado tanto podem ser diretamente geridas pelas entidades públicas proprietárias, como essa gestão pode ser entregue a operadores económicos privados, a que acresce a possibilidade da sua valorização mediante a constituição de posições jurídicas reguladas pelo direito civil.




    Ainda no contexto da análise de infraestruturas públicas de domínio privado, importa sinalizar a existência de circunstâncias nas quais as infraestruturas de rede tendentes ao suporte ao transporte e distribuição de serviços essenciais (utilities) correspondem a bens do domínio privado da Administração, ficando a sua gestão e utilização sujeitas ao seu regime.




    Em boa parte dos casos, essas infraestruturas integram o património de operadores económicos privados enquanto efeito decorrente da celebração de um contrato de concessão de uma tarefa pública. É isso que acontece, por exemplo, com a propriedade sobre as infraestruturas da rede elétrica: a infraestrutura de rede que suporta a atividade de transporte de energia elétrica, cuja propriedade pertence a uma empresa privada por efeito da concessão pelo Estado do desempenho dessa atividade, bem como a infraestrutura de rede que suporta a atividade de distribuição de energia elétrica, seja em alta ou média tensão, também por concessão do Estado, seja em baixa tensão, por concessão municipal.




    Ponto determinante é o seguinte: aquando da cessação desses títulos jurídico-administrativos que, nos termos legais, suportam a titularidade de um direito de propriedade privada sobre estas infraestruturas (cfr. infra, ponto 4), ocorrerá a sua integração no domínio privado da entidade pública concedente. Ainda que essa integração possa não subsistir no tempo dada a probabilidade elevada de a Administração decidir, de novo, pela outorga de novas concessões acompanhadas da transmissão da propriedade sobre os bens, justifica-se estabilizar a conclusão de que estas infraestruturas de rede correspondem a bens do domínio privado da Administração cuja propriedade é transmitida provisoriamente a concessionários de tarefas públicas cujo desempenho é suportado por esse substrato patrimonial41. Dito de outro modo, a titularidade originária dos bens coincide com a titularidade pública da atividade concessionada, regressando, em qualquer caso, ao património da Administração findo o título.




    A partir deste pressuposto – o de que, nestes casos, está-se perante uma propriedade privada provisória – ver-se-á ainda e de seguida que a privatização material destas infraestruturas não resulta na aplicação, sem mais, do regime de direito civil da propriedade privada. Pelo contrário, o direito que lhes é aplicável justifica a sua qualificação como infraestruturas públicas privadas.




    4. As infraestruturas públicas privadas




    A transformação tendencial do modo de agir da Administração Pública, concretizada na regulação do desempenho por privados de atividades cuja titularidade e prestação se entendia pertencerem às entidades públicas, produziu efeitos na esfera patrimonial pública. Seria esperado que assim sucedesse, em especial no contexto da liberalização de certos serviços públicos, dada a instrumentalidade dos bens para o seu desempenho.




    Todavia, é necessário distinguir casos, dado que, por razões diferentes, a privatização material de atividades públicas nem sempre se mostra acompanhada da privatização dos bens representativos do suporte patrimonial para o seu desempenho. Desde logo, como se viu acima, a tendência, ao menos em Portugal, passa pela manutenção da dominialidade das infraestruturas afetas ao uso público de circulação de pessoas e bens42, mesmo que o setor de atividade relevante se encontre liberalizado. Por exemplo, a infraestrutura ferroviária mantém-se sob propriedade pública do Estado enquanto bem dominial (domínio público ferroviário), não obstante a liberalização da atividade de transporte ferroviário de passageiros, promovida pelo direito da União Europeia43.




    Será, por isso, no plano da apreciação das infraestruturas de rede enquanto suporte ao transporte e distribuição de utilities que se coloca, com predominância, a questão da titularidade privada.




    Mesmo que a propriedade privada sobre essas infraestruturas seja transitória, o que, como se viu supra, encontra justificação na transitoriedade do título que confere esse direito ao privado, a verdade é que esses conjuntos patrimoniais se encontram, durante um período tendencialmente alargado, entregues a um operador económico privado que, além de assumir a sua gestão, também assume a sua propriedade.




    Em primeiro lugar, deve registar-se ser inapelável que as referidas infraestruturas, não obstante integradas no património de um sujeito de direito privado, estão destinadas à prossecução do interesse público. Correspondem, na conhecida e premonitória expressão de ALDO SANDULLI, a bens privados de interesse público44. A destinação pública das infraestruturas encontra-se tanto assegurada pelo título jurídico-administrativo que confere ao privado o poder de as gerir – tipicamente, um contrato de concessão –, como também ou em alternativa por um ou mais regimes de direito administrativo cujo desiderato (ou um dos) passa pela garantia de que a utilização e a gestão dos bens se realizam de acordo com o interesse público.




    Dito de outro modo, que se pretende mais esclarecedor, está-se perante uma vinculação jurídico-pública da propriedade privada, a qual é estabelecida por (i) via normativa, dada a vigência de regimes de direito administrativo cujo cumprimento deve ser assegurado pelo proprietário privado da infraestrutura, e por (ii) via contratual, sempre que o direito de gestão (acompanhado do direito de propriedade) seja outorgado por efeito de um contrato de concessão. Já o controlo do cumprimento da referida vinculação jurídico-pública da propriedade privada mostrar-se-á assegurado (i) pela entidade reguladora do setor da atividade desempenhada com suporte na infraestrutura privatizada45, e ainda, na grande maioria dos casos, (ii) pelos tribunais administrativos, dado que, apesar da propriedade privada da infraestrutura, o âmbito da jurisdição administrativa abrange a resolução de litígios que tenham por objeto questões relativas a tutela de direitos fundamentais e outros direitos46, no âmbito de relações jurídicas administrativas, ou ainda questões relativas à execução de contratos administrativos47-48.




    Sobre este último ponto, é de notar serem várias as posições jurídicas de direito público que incidem sobre uma infraestrutura de rede destinada à distribuição e transporte de utilities, em especial, os direitos de acesso, os direitos de utilização e os direitos de ligação ou conexão, de titularidade e projeção variável consoante o tipo de infraestrutura, mas que constituem posições jurídicas asseguradas pelos regimes de direito administrativo aplicados à gestão e à propriedade da infraestrutura.




    Em suma, o exercício do direito de propriedade privada sobre as redes de serviços essenciais é predominantemente modelado por efeitos produzidos pela intervenção pública, normativa, contratual e regulatória, num cenário de funcionalização da propriedade privada tendente à compressão dos efeitos prototípicos da regulação civil, condensados na exclusividade e na liberdade de uso, fruição e transformação da coisa.




    A destinação pública da propriedade privada a ponto de consumir, em larga medida, o conteúdo do direito de propriedade tal como assegurado pelo direito privado, deixando-o “adormecido” enquanto dura a destinação, transporta qualquer jurista dedicado ao direito dos bens públicos para a constatação de que a situação patrimonial das redes de serviços essenciais nos sistemas jurídicos de tradição dominial, como o português, o espanhol, o francês ou o italiano, tem correspondência como o modelo em vigor no direito das coisas públicas alemão: o modelo da propriedade privada modificada49. As coisas tornam-se públicas mediante a constituição de um “direito real público”50 sobre a propriedade privada, em concreto, através da dedicação enquanto ato de oneração da propriedade privada em benefício de um senhorio jurídico-público51.




    Ou seja, o atual estatuto e regime das redes de utilities representam uma cedência (ou mesmo a adoção) do modelo da propriedade privada modificada em sistemas jurídicos tradicionalmente fundados na dominialidade pública enquanto modo de controlo jurídico-público de bens necessários à prossecução do interesse público: naturalmente, não uma cedência transversal, pois não atinge os bens do domínio público nem os bens do domínio privado da Administração, mas uma cedência circunscrita às que, hoje, se justifica serem descritas como infraestruturas públicas privadas52.




    Tal qual a caracterização das coisas públicas no direito tedesco, as redes de utilities são (i) públicas em razão da sua dedicação ao interesse público e dos regimes de direito administrativo destinados a garantir a permanência dessa dedicação e (ii) privadas em razão da posição jurídica de proprietário que sobre elas incide. Logo, o proprietário apenas poderá exercer os privilégios conferidos pelo direito civil na estrita medida em que se compatibilizem com a regulação jurídico-pública que impõe a destinação dos bens à prossecução do interesse público53.




    São vários os problemas suscitados pela compatibilização do exercício de um direito de propriedade privada sobre as redes de utilities com a sua funcionalização à prossecução do interesse público, e a dogmática relativa a institutos como as servidões administrativas, as restrições de utilidade pública ou, em geral, a função social da propriedade, não se mostrarão suficientes para a sua resolução.




    Ao que tudo indica, será a partir da experiência e da dogmática germânicas que se poderá encontrar soluções e respostas consistentes, tendentes à compreensão dos regimes “para-dominiais” que regulam a utilização e a gestão das infraestruturas públicas privadas, desde essas lições sejam adaptadas ao contexto do direito administrativo da regulação em que serão aplicadas: não se trata de estradas dedicadas ao interesse público enquanto exemplo-base do modelo da propriedade privada modificada no sistema jurídico alemão54; mas sim de infraestruturas que suportam o desempenho de atividades liberalizadas, com a confluência de diferentes interesses e posições jurídicas: do Estado, do gestor e do proprietário da infraestrutura (quando coincidentes), da entidade reguladora, dos prestadores da atividade liberalizada e, como sempre, dos cidadãos.




    5. Uma conclusão




    Confirmada a presença de uma relação-base sólida e longínqua entre o direito dos bens públicos e a existência, a administração e a utilização de infraestruturas, o direito atualmente vigente em Portugal e a realidade física concreta relativa às infraestruturas presentes no país justificam, com as razões que se procuraram explanar neste texto, o traçar da distinção entre as infraestruturas dominiais, as infraestruturas públicas de domínio privado e as infraestruturas públicas privadas.




    As infraestruturas dominiais correspondem a bens públicos por excelência (dispensando-se a tautologia de qualificação como públicas), cuja administração e utilização se realiza ao abrigo de um regime de direito público – o regime do domínio público – , o qual conserva o direito de propriedade na esfera pública e regula, com exclusividade, as posições jurídicas suscetíveis de incidir sobre esse direito: tipicamente, direitos de uso privativo do domínio público e concessões de gestão do domínio público, pelo que a valorização, mesmo que com recurso a privados, dependerá da atribuição de uma posição jurídica regulada pelo regime do domínio público.




    As infraestruturas públicas de domínio privado correspondem a bens públicos integrados num acervo patrimonial da Administração que se encontra igualmente sujeito ao direito público – maxime a princípios e regras do direito administrativo patrimonial e aos princípios e regras gerais do direito administrativo – sendo objeto de um direito de propriedade exercido tendo exclusivamente em vista a prossecução do interesse público. A aplicação do direito administrativo não prejudica a constatação de que a administração das infraestruturas públicas de domínio privado pode ser realizada através de meios regulados pelo direito privado – constituição de direitos reais e direitos pessoais de gozo civis, o que incluirá a possibilidade de transmissão do direito de propriedade a privados com a manutenção da destinação da infraestrutura à prossecução do interesse público.




    Se verificada a circunstância agora enunciada – a transmissão do direito de propriedade com garantia da destinação à prossecução do interesse público – a gestão e a utilização das infraestruturas permanecem sujeitas ao direito administrativo tendo em vista a garantia da sua destinação pública e da efetividade das posições jurídicas conferidas por normas de direito público, sem prejuízo da titularidade de um direito de propriedade privada pelo proprietário da infraestrutura e da consequente permissividade para o seu exercício ao abrigo de normas do direito civil na medida da compatibilidade desse exercício com os efeitos resultantes das normas de direito público: as infraestruturas públicas privadas.
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        	25 Isto é, enquanto “complexo de coisas pertencentes ao mesmo sujeito de direito público e afectadas ao mesmo fim de utilidade pública” (MARCELLO CAETANO, Manual de Direito Administrativo, Vol. II, cit., p. 890).





        	26 Como é imposto pelo critério da afetação, estabelecido no artigo 16.º do RJPIP e materialmente justificativo da aplicação do regime do domínio público.





        	27 É o caso, por exemplo, da rede aeroportuária enquanto conjunto dos aeroportos cuja gestão, exploração e desenvolvimento se encontram cometidos à ANA - Aeroportos de Portugal, S. A., empresa concessionária do serviço público aeroportuário de apoio à aviação civil em Portugal (artigo 3.º).





        	28 Cfr. JOÃO MIRANDA, Direito Administrativo dos Bens, cit., pp. 159 e 160.





        	29 Os seus estatutos estão definidos no Decreto-Lei nº 91/2015, de 29 de maio, com a determinação de que a Infraestruturas de Portugal, S.A., tem por objeto «a conceção, projeto, construção, financiamento, conservação, exploração, requalificação, alargamento e modernização das redes rodoviária e ferroviária nacionais, incluindo-se nesta última o comando e o controlo da circulação» (artigo 6.º, n.º 1).





        	30 Será assim, grosso modo, quanto às redes rodoviárias municipais.





        	31 Por exemplo, no sistema jurídico espanhol, os aeroportos integrados na rede gerida pena AENA Aeropuertos, S.A., foram integrados no seu património, com a permissão de alienação a privados de até 49% das ações da sociedade, por efeito do Real Decreto-Ley 13/2010, de 3 de diciembre. Ou seja, em vez da sua pertença ao Estado, os aeroportos passaram a integrar o património de uma empresa mista. Sobre o assunto, cfr., desde logo, MARÍA DE LOS ÁNGELES FERNÁNDEZ SCAGLIUSI, “La rentabilización del dominio público: Dificultades, propuestas y desafíos de futuro”, in Revista e-Pública, Vol. 5, n.º 1, 2018, pp. 48 a 53, disponível em: https://e-publica.pt/.





        	32 Sobre diferentes modalidades de privatização, cfr. PAULO OTERO, “Coordenadas jurídicas da privatização da Administração Pública” in Os caminhos da privatização da Administração Pública, STVDIA IVRIDICA 60, BFDUC, Coimbra: Coimbra Editora, 2001, pp. 31 ss.; PEDRO COSTA GONÇALVES, Entidades Privadas com Poderes Públicos, Coimbra: Almedina Editora, 2008, p. 152.





        	33 Sobre as propriedades de um contrato de colaboração subordinada, cfr., por todos, JOSÉ MANUEL SÉRVULO CORREIA, Legalidade e autonomia contratual nos Contratos Administrativos, Coimbra: Almedina Editora, 2013 (reimpressão da edição de 1987), pp. 365 e 366; pp. 418 e 419.





        	34 Sob pena de incumprimento, por via contratual, da norma do artigo 18.º do RJPIP («Os imóveis do domínio público estão fora do comércio jurídico, não podendo ser objeto de direitos privados ou de transmissão por instrumentos de direito privado»).





        	35 Parte final da alínea l) do artigo 4.º do Decreto-Lei n.º 477/80, de 15 de outubro.





        	36 Com referência a esta circunstância, cfr., por todos, ANA RAQUEL GONÇALVES MONIZ, “Direito do Domínio Público”, cit., pp. 71 e 72.





        	37 Já assim, cfr. JOÃO MIRANDA / JORGE PAÇÃO, “Bens públicos e cidades: intersecções a partir do sistema jurídico português”, in Los Bienes Públicos de Las Ciudades (coord. Julián Pimiento Echeverri / Gerardo García-Álvarez / Orlando Vignolo Cueva), Lima: Yachay Legal, 2024, pp. x.





        	38 Lei n.º 31/2014, de 30 de maio, com a última alteração promovido pelo Decreto-Lei n.º 10/2024, de 8 de janeiro.





        	39 Decreto Legislativo Regional n.º 7/2012/M, de 20 de abril, na redação atual, que o regime jurídico da gestão dos bens imóveis do domínio privado da Região Autónoma da Madeira e dos seus institutos públicos; e o Decreto Legislativo Regional n.º 11/2008/A, de 19 de maio, na redação atual, que estabelece o regime jurídico da gestão dos imóveis do domínio privado da Região Autónoma dos Açores.





        	40 Dada a ausência de um regime legal relativo à gestão do domínio privado das autarquias locais, os órgãos e serviços municipais e de freguesia tendem a socorrer-se das normas do Capítulo III do RJPIP como lugar paralelo relevante, seja na adoção das condutas patrimoniais de gestão do domínio privado, seja na redação e aprovação de regulamentos sobre gestão do domínio privado.





        	41 Correspondem alienações de bens do domínio privado com aposição da destinação pública, as quais se encontram genericamente habilitadas no artigo 77.º, n.º 2, do RJPIP para o domínio privado do Estado: «Podem igualmente ser vendidos imóveis afetos a fins de interesse público desde que fique assegurada a continuidade da prossecução de fins dessa natureza».





        	42 Sobre a tendência para manutenção da dominialidade das “infraestruturas terrestres” (rodoviárias, ferroviárias, portuárias, aeroportuárias), em oposição ao que seriam “infraestruturas empresariais” (energéticas e de telecomunicações), cfr. ANA RAQUEL GONÇALVES MONIZ, “Direito do Domínio Público”, cit., p. 72.





        	43 Os operadores económicos que pretendam prestar o serviço de transporte ferroviário e disponham de licença de acesso à atividade de transporte ferroviário e de certificado de segurança devem ser titularidades de direitos de utilização do domínio público ferroviário. Sobre o assunto, cfr. JUAN GARCÍA PÉREZ, Nuevo marco jurídico del setor ferroviário. Estudio de la Ley del Sector Ferroviario y demás normas de desarrollo, Madrid: Editorial Reus S.A., 2010, pp. 190 e 191, 225 a 227, 336 a 340.





        	44 Cfr. ALDO SANDULLI, “Spunti per lo studio dei beni privati di interesse pubblico”, in Il diritto dell’economia, n. º 2, Milão: Giuffrè, 1956, pp. 163 a 176.





        	45 Além da entidade reguladora do setor de atividade, a entidade pública com a missão de garantir a aplicação das regras de promoção e defesa da concorrência desempenha igualmente um papel relevante na garantia da destinação pública das infraestruturas. Sobre o assunto, com desenvolvimento, cfr. PATRÍCIA REGINA PINHEIRO SAMPAIO, Regulação e concorrência. A atuação do CADE em setores de infraestrutura, São Paulo: Editora Saraiva, 2013, em especial, pp. 169 a 319.





        	46 Artigo 4.º, n.º 1, alínea a), do Estatuto dos Tribunais Administrativos e Fiscais (ETAF) – Lei n.º 13/2002, de 19 de fevereiro, na redação atual.





        	47 Artigo 4.º, n.º 1, alínea e) do ETAF.





        	48 Deve ainda considerar-se os poderes dos tribunais administrativos de condenação de particulares, nomeadamente concessionários, a adotarem ou absterem-se de adotar certo comportamento, por forma a assegurar o cumprimento de vínculos jurídico-administrativos decorrentes de normas, atos administrativos ou contratos, quando as autoridades administrativas, solicitadas a fazê-lo, não tenham adotado as medidas adequadas (artigo 37.º, n.º 3, do Código de Processo nos Tribunais Administrativos, aprovado pela Lei n.º 15/2002, de 22 de fevereiro, na sua redação atual).





        	49 Na elaboração dogmática da propriedade privada modificada, cfr., em especial, HANS JULIUS WOLFF, Verwaltungsrecht, Vol. I, Munique / Berlim: C.H. Beck, 1965 (6.ª edição), pp. 331 a 362; ERNST FORSTHOFF, Lehrbuch des Verwaltungsrechts, Vol. I, Munique / Berlim: C.H. Beck, 1966 (9.ª edição), pp. 345 a 398.





        	50 Cfr., por exemplo, HANS-JÜRGEN PAPIER / WOLFGANG DURNER, cfr. “Recht der öffentlichen Sachen”, in Allgemeine Verwaltungsrecht (coord. Dirk Ehlers / Hermann Pünder), Berlim: Walter de Gruyter, 2016 (15.ª edição), p. 821.





        	51 Cfr., entre outros, ERNST PAPPERMANN / ROLF-PETER LÖHR / WOLFGANG ANDRISKE, Recht der öffentlichen Sachen, Munique: C.H. Beck, 1987, pp. 1 a 3: HANS-JÜRGEN PAPIER, Recht der öffentlichen Sachen, Berlim: Walter de Gruyter, 1998 (3.ª edição), p. 10; HANS JULIUS WOLFF / OTTO BACHOF / ROLF STOBER / WINFRIED KLUTH, Verwaltungsrecht, Vol. II, Munique: C.H. Beck, 2010 (7.ª edição), p. 165.





        	52 Dando-se, desta forma, proeminência terminológica à razão da existência das infraestruturas, à finalidade prosseguida e ao direito predominantemente aplicável à sua gestão e utilização: o exercício do direito de propriedade privada encontra-se funcionalizado à prossecução do interesse público, por aplicação do direito administrativo. Com escolha diversa, mediante a adoção do termo “infraestruturas privadas de interesse público”, cfr. JOSÉ LUIS VILLAR EZCURRA, “Las Tarifas en Explotación de Infrastructuras Públicas”, in Direito das Infraestruturas: um estudo dos distintos mercados regulados (coord. André Saddy / Aurilivi Linares Martínez), Rio de Janeiro: Editora Lumen Juris, 2011, pp. 135 e 136.





        	53 Sobre a circunstância de, no sistema jurídico alemão, o proprietário privado poder recorrer ao comércio jurídico privado desde que se encontre assegurada a prossecução do interesse público a que o bem se encontra destinado, cfr., desde logo, ERNST FORSTHOFF, Lehrbuch des Verwaltungsrechts, 1973 (10.ª edição), cit., pp. 379 e 380.





        	54 Na sua origem, e com projeção no direito germânico em vigor, o modelo da propriedade privada modificada foi predominantemente elaborado a partir do direito das estradas [cfr., em especial, Rudolf Stammler, “Das Recht des Gebrauchs öffentlicher Straßen”, in Beiträge zur Erläuterung des Deutschen Rechts begündet von Dr. J. A. Gruchot (coord. Cäsar Predari / Franz Schlegelberger), Vol. 70 (sétimo volume da nova série), Berlim: Franz Vahlen, 1928, pp. 129 e ss., em especial pp. 136 a 140].
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    1.- El objeto del presente trabajo




    Hace tiempo me vengo preguntando si cabe conectar conceptualmente a los bienes públicos con las nociones más recientes de infraestructura (incluyendo las multi-modales), las cuales desde hace algunas décadas nos acompañan en nuestro Derecho (principalmente en las contrataciones administrativas y en la definición de litigios de las anteriores mediante el arbitraje nacional e internacional). El acompañamiento del término “público” que normalmente se hace del último concepto, hace que –inmediatamente- se pierda cualquier atención o interés para buscar definirla y ver luego si tiene conexión o soporte real en los viejos bienes públicos. Quizás, las obligaciones contractuales y la posibilidad que el cumplimiento contractual, que cumplen un papel definitorio fundamental frente a cualquier duda o incertidumbre que surja en la ejecución contractual, han enturbiado aún más la posibilidad de indagar en esta línea teórica.




    Y claro, en un país como el Perú, altamente nominalista1 y lleno de aversiones a la teorización (para buscar explicaciones más allá de las líneas argumentales forenses), lo planteado resultaría casi una aventura a la profundidad de la jungla amazónica. Sin embargo, creo que debemos quebrar esta mirada limitada recaída sobre de las infraestructuras públicas, reconociendo su innegable cercanía con las teorías de los bienes públicos existentes en las doctrinas más avanzadas. Incluso, diría que es una necesidad acercarse a explorar las cuestiones anteriores, a fin de eliminar diversos tropiezos concesionales en la parte fieri, o en la propia ejecución contractual, hasta propias formas de concebir el riesgo concesional y en las definiciones de los aparentes contratos típicos que aparecen en nuestra legislación (como el proyecto en activos).




    Pero llegar a la conexión de esas categorías y, además, determinar su correspondiente intensidad de enlace, implica reconocer que la noción de infraestructura tiene poco de jurídica y mucho de ciencias militares, sociales y economía. Por tanto, cuando se le utiliza en un caso concreto, termina por indicar casi nada respecto a muchos temas jurídicos esenciales (como la titularidad de un concreto objeto o elemento del conjunto, el régimen aplicable y las atribuciones de las responsabilidades que correspondan por la aplicación de los dos factores anteriores). Todo esto, a pesar que el artículo 58 de nuestra CP reconoce, en medio de nuestro modelo de economía social de mercado, que el Estado orienta el desarrollo del país y actúa principalmente en las áreas de (…) servicios públicos e infraestructura”. Luego, esa orientación estatal hacia la infraestructura pública ha sido vagamente retratada por nuestro TC como una forma de materialización del “componente social del modelo económico previsto en la Constitución. Dicha función orientadora presenta, sustancialmente, las siguientes características: a) el Estado puede formular indicaciones, siempre que éstas guarden directa relación con la promoción del desarrollo del país; b) los agentes económicos tienen la plena y absoluta libertad para escoger las vías y los medios a través de los cuales se pueden alcanzar los fines planteados por el Estado; y, c) el Estado debe estimular y promover la actuación de los agentes económicos”2.




    Detrás de estas fuentes peruanas antes descritas hay poco que extraer (ni la CP ni su interpretación posterior por el TC aportan mucho en el debate planteado). Pero, cabe señalar, que esto no es sólo un problema nacional3, la propia doctrina especializada reconoce la sinuosidad –de profunda raíz histórica- de la infraestructura, puesto que la “trayectoria del concepto (…) desde su origen, migración, traducción y giros señala que no es un término “técnico” que inició con un terraplén, sino una metáfora legal con dos contenidos básicos: 1) delimitación de las áreas materiales para coordinar a los actores privados y públicos que participan en la construcción y explotación ferroviaria; 2) el terraplén fijo e inmóvil que separaba la “superestructura” conformada por la tecnología y la gestión del sistema como campos diferenciados de acción de la ingeniería civil, ingeniería mecánica y gestión comercial”4. En cualquier caso, este contenido de criterio material para identificar y conjuntar los elementos corpóreos e inmateriales, siempre con un mismo propósito o finalidad común, resulta ser un rasgo que se mantiene en todo intento de conceptualización y surge –principalmente- para superar la sola edificación (que era predicable en exclusiva a la obra)5. Incluso, lo dicho, es una característica que puede mostrarse de su propio significado lingüístico actual6.




    Ahora bien, en este punto no quiero dejar pasar por alto, los intentos plausibles que ha tenido el profesor español RUIZ OJEDA por tratar de juridificar el discurso económico de esta noción. Buscando que las definiciones, siempre intercambiables y llenas de imprecisiones de la economía, puedan ser útiles para el lenguaje jurídico. Por ejemplo, tras la idea de que la infraestructura es un “elemento estructural de nuestra organización social (…) habitualmente considerado como el conjunto global de capital social que resulta necesario para el correcto funcionamiento de todo el capital directamente productivo”7. Quizás, lo más importante de este autor está en la cercanía que muestra de la definición económica de infraestructura con los bienes públicos, como una de las partes esenciales que diagraman a la primera, sin que medie ninguna colisión con la aparición de propiedades privadas diversas en su conjunto (tan necesarias para financiar y sostener el uso intensivo de capital que necesitan su provisión y mantenimiento). Así, se señala que esta categoría viene configurada “en la literatura económica por dos notas fundamentales: como bienes públicos (publicness) y como bienes de capital (capitalness). Lo primero significa, fundamentalmente, que la responsabilidad global y suprema en su provisión y control corresponde a los poderes públicos, y que se trata de bienes de uso abierto a todos. Lo segundo implica que las infraestructuras necesitan una aplicación, normalmente enorme, de recursos materiales organizados, lo cual provoca un alto nivel de costes y largos períodos de tiempo para la recuperación de las inversiones y la obtención de su rentabilidad económica y social”8.




    Por cierto, advierto al lector, que mi intento por acercar ambas categorías, no se centran en tratar de recuperar la vieja escuela del servicio público o de ampliar los alcances del dominio público peruano. Nada más alejado de mi fin último. Muy por el contrario, respetuoso del principio de subsidiariedad horizontal (que sigo fervientemente), busco que las actuales concesiones entregadas a gestores privados funcionen de mejor manera en su formación y ejecución contractual, rebajándose los litigios arbitrales por asuntos tan esenciales (como la falta de provisión de suelo público saneado, el reparto de obligaciones de dominio público en cabeza del sujeto exacto, o el señalamiento claro de la composición e interferencias del subsuelo urbano municipal). Por eso, estoy completamente de acuerdo con lo señalado por JIMËNEZ DE CISNEROS CID de no aceptar monopolios públicos sobre las infraestructuras de uso general9. En el mundo actual, se necesita combinar técnicas contractuales y de bienes públicos, ser imaginativo y aceptar que lo importa es el bienestar común.




    Por eso, revalorizar la completa titularidad y gestión privadas para brindar prestaciones en establecimientos resulta clave (siempre que se reconozca las evidentes obligaciones contractuales de uso público y exista control posterior de las organizaciones administrativas), sin dejar de lado, claro está, formas correctas e innovadoras de obras públicas (mediante el peruanísimo mecanismo contractual de obras por impuestos10). Finalmente, todo sirve para mejorar la vida diaria de los nuestros, entendiendo que no existen primacías conceptuales que valgan en este punto, pues el “uso público y el aprovechamiento general no exigen necesariamente la titularidad pública de las obras y menos aún su carácter como dominio público, con las consecuencias perturbadoras que ello produce en el tráfico jurídico y económico de unos bienes e instalaciones susceptibles de producir renta e inversiones. El dogma de la inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad de las obras públicas produce más disfunciones que beneficios en lo que se pretende proteger. Si se garantiza el uso general o se sigue conservando la obra que es de aprovechamiento para todos los ciudadanos, de quién sean éstas y su inclusión en el tráfico económico son cuestiones secundarias”11.




    A partir de todas estas iniciales explicaciones. Parto entonces por mostrar un concepto de bien público que luego pueda ser útil para la macro noción de infraestructura (imperante en nuestro Derecho desde la CP y con reflejos legislativos en el mundo concesional). Continuo, justificando de manera concisa, si esta inclusión permite explicar todo o parte del contenido de la última noción. Finalmente, termino este trabajo planteando algunas líneas prácticas para entender el valor de los bienes públicos frente a proyectos de infraestructura, sin olvidar el contenido –fundamentalmente- obligacional en el que se desenvuelven ambas categorías en la realidad peruana (y postmoderna).




    2.- Los elementos conceptuales más relevantes de los bienes públicos peruanos




    2.1. El sinuoso dominio público peruano y los cinco elementos




    En este punto quiero ser completamente claro, el dominio público peruano creció por varias décadas republicanas en medio de un conjunto de nociones aisladas, colocadas de manera desordenada en leyes de distinta naturaleza (y peor significado jurídico), incluso sin asumirse como la esencia de los bienes públicos12 y con escasas normas constitucionales de cobertura13. Las fuentes fueron ordenándose con el tiempo y mejor agrupadas en periodos más recientes del siglo pasado, muestran una historia que es posible de contar, reflejándose en una legislación y jurisprudencia identificables como la sustancia de una materia general de Derecho administrativo.




    Así, aunque pueda indicarse que tenemos un Derecho de los bienes públicos, sostenido en los rasgos centrales de un dominio público constitucionalizado y plenamente vigente, las primeras figuras siempre formarán parte de una de las más relevantes y cotidianas actividades jurídico-públicas realizadas por nuestras organizaciones administrativas, no siendo posible considerar a su régimen como uno autónomo o singular (por ende, son sólo un elemento más del Derecho común y normal de la Administración Pública peruana).




    Es más, se refuerza esta posición generalista de los bienes públicos en la idea de que son el eje jurídico del dispar grupo de regímenes de bienes públicos especiales existentes en nuestro ordenamiento (como los distintos regímenes de los recursos naturales, o la cada vez más frecuente de bienes inmateriales aparecidos a la luz del régimen del Gobierno electrónico y la telematización de la actuación procedimental administrativa, o las ordenaciones municipales y estatales de bienes públicos urbanos de distinta condición funcional, etc.). Todos ellos comparten los elementos de configuración de la teoría general de los bienes públicos que se señalarán a continuación, presentándose -en mayor o menor medida- el siguiente quinteto conceptual: cosa, bien (derecho), patrimonio, titularidad pública y servicio concreto al bien común14.




    Evidentemente, este influjo de esta agrupación de elementos definidores tiene sus posibilidades restringidas respecto de las categorías especiales, por ejemplo las involucradas alrededor del llamado régimen de administración financiera del Estado (LMAFE), principalmente respecto a los bienes fungibles por antonomasia (los fondos públicos gobernados por la LGPP), y, en segundo orden, respecto de las figuras tan desconocidas del endeudamiento público (como los bonos, créditos o colocaciones bursátiles diversas), los cuales aunque comparten con los bienes públicos los rasgos esenciales de la titularidad pública y funcionalidad de uso exclusivo a favor de un interés público cualificado. Sin embargo, su específica naturaleza obliga a introducir otros elementos propios como las fuentes de financiamiento, los rubros de egreso, el cíclico presupuesto público, la temporalidad (anual), la bancarización, el régimen de crédito y la presencia de una fuerte privatización de fuentes, que eliminan por completo el concepto del bien (cosa apropiable) para referirse más a recursos monetarios (ingresos y egresos), que si se quiere se presentan como “una cosa representativa de un valor extrínseco y medida de valor de las otras cosas”15, con fuerte tendencia a la desmaterialización y deslocalización (a pesar que la titularidad tienda a una posesión simultánea16).




    Este último régimen sectorial, que aparece tras los fondos públicos, derechos de crédito y otros elementos propios de la gestión bursátil o bancaria aplicable a las organizaciones administrativas peruanas, nos introduce de lleno en el mundo de la intermediación financiera, la contabilidad pública, la economía y el sostenimiento material de las organizaciones administrativas y otros poderes públicos del Estado peruano (por todos ver el artículo 72 de la LOGR). Todas estas cuestiones reflejan parte del inicio de las limitaciones de la teoría de los bienes públicos que se expondrá en las siguientes líneas de este trabajo17 (los bienes públicos no lo pueden explicar todo pues existen otras categorías con contenidos superiores, como la propia infraestructura).




    Pero continuemos con la expurgación conceptual. El Legislador peruano no ha sido tan pulcro en diferenciar las anteriores categorías financieras y los propios fondos públicos con los bienes públicos mediante alguna tesis (por ejemplo derecho real versus el derecho personal o de crédito), aunque claro a lo largo de la legislación se asumen distintas y confusas nociones, sin indicarse, a continuación, los fundamentos pertinentes, ni porqué estos elementos juntos conformarían ciertos patrimonios administrativos18. Por eso, en estos campos, siempre hay que realizar una advertencia para asumir que la teoría general aquí expuesta tiene límites respecto a categorías muy particulares, aunque siga teniendo un influjo innegable en ciertas explicaciones decisivas de protección sobre los ingresos y egresos públicos19. Estas mismas restricciones podrían aparecer en determinados objetos de infraestructura pública, a pesar de que existan derechos reales por doquier y siempre en el marco concesional, cuando por ejemplo surge la propiedad privada mezclada con bienes demaniales encargados al contratista, o en otros supuestos, en los que este concreto particular recibe la posibilidad de construir infraestructuras complementarias al objeto principal con destino mercantil o industrial (para remunerarlo de mejor manera y bajar los costes a los usuarios de la infraestructura pública principal).




    Entonces, la teoría que se mostrará intenta ser flexible, para que en todo o en parte, muestre el influjo innegable de los bienes públicos, primero siempre bien definidos, respecto de múltiples campos, pero sin dejar de entender que frente a éstos pueden aparecer otras propiedades y otros derechos reales ajenos a las organizaciones administrativas, y, que, por tanto, los bienes públicos no se pueden expandir más allá del contenido de la titularidad pública (en cualquiera de sus dos formas). Por ende, el dominio público, como macro categoría que agrupa a todos los bienes públicos, de toda condición y forma, no es absoluto. Necesita convivir obligatoriamente con los particulares y encontrar algunos límites (inmanentes y externos).




    Por último, y volviendo al centro de nuestra explicación, es fundamental analizar –de manera específica- los mencionados conceptos esenciales, como piezas que juntas dan lugar a todo el rompecabezas de los bienes públicos, sin importar nombres, ordenaciones concretas o particularidades de gestión, asumiendo que el quinteto propuesto es una muestra de un profundo fenómeno de hibridización que aparece a diario en nuestra realidad, pero que, a la par de su caótica irrupción, se muestra como la solución para superar la imperante imprecisión terminológica y conceptual aparecida en nuestro ordenamiento positivo. En cualquier caso, esta tesis de los bienes públicos intenta acoger a todos los supuestos de naturaleza real20que puedan calzar con los señalados elementos, cuestión última que por cierto ha sido plenamente reconocida por la doctrina nacional más reputada, incluso para los supuestos más conflictivos existentes en nuestro Derecho (como el de los recursos naturales)21.




    2.2. Los dos primeros elementos de la teoría: la cosa y el bien




    En primer término, existe una necesidad esencial de definir el bien a partir de la noción de cosa22, haciendo eco así de una línea de puntualización formulada por el profesor F. LÓPEZ-RAMÓN hace algunos años atrás. El bien es siempre un concepto más elaborado y posterior que la cosa23, implicando necesariamente el tratamiento jurídico que pueda tener una conducta humana de poder sobre un elemento perceptible por los sentidos y que necesariamente resulta ventajoso para el ejerciente o cualquier otro tercero sujeto de derecho. Por tanto, la cosa siempre implica un objeto que puede ser susceptible de apropiación física o jurídica, específica o colectiva, por parte de un titular, un grupo humano, o cualquier sujeto de derecho. La cobertura para que exista una apropiación es obligatoriamente dada por el Derecho, quedando así algunas cosas incapaces de ser tomadas lícitamente por alguien, no importando la naturaleza privada o pública de este último (como las diversas cosas comunes, los propios seres humanos o espacios continentales ultra protegidos como la Antártida, entre otros)24.




    Ahora, debe agregarse que “se designa como cosa al objeto de las relaciones jurídicas. Las cosas pueden ser materiales o inmateriales (también se habla de corporales o incorporales) en función, respectivamente, de si tienen o carecen de una existencia tangible en la realidad (…) El concepto de bien expresa la relación directa y exclusiva de las personas con las cosas u objetos de la realidad. Un bien es una noción jurídica referida únicamente a las cosas que son apropiables porque proporcionan una utilidad a las personas, una utilidad entendida como valor de la cosa, que deriva de su carácter raro, limitado o deseado”25. Por ende, la capacidad de apropiabilidad, en tanto susceptible de titularidad por un sujeto de derecho, determinará que aparezca un bien que será dominado, influenciado y monopolizado por el titular26.




    Esta elaboración esta soportada implícitamente en las definiciones generales recogidas en el CC y la LGSNBE (por todas ver la de los bienes accesorios del artículo 888 del CC), a pesar del olvido que nuestro Legislador ha tenido respecto a este obligatorio tránsito entre cosa y bien, cuestión que por cierto ha sido evadida en años recientes, puesto que como lo indicó J. DANOS en el Código Civil de 1852 existió un “Libro segundo dedicado al régimen de “Las Cosas”, en cuyo artículo 459 se estableció una clasificación de las referidas “cosas” en función de su propiedad o su destino, disponiéndose que se consideran públicas: “(….) las cosas que pertenecen a una nación, y cuyo uso es de todos (….)”, dispositivo que se puede apreciar enfatiza la distinción de las denominadas “cosas” o bienes de carácter público en razón de dos factores, en primer lugar su titularidad a favor de la colectividad y en segundo lugar su destino para uso precisamente de la citada colectividad”27. Esta tendencia de recojo, por cierto, es perfectamente predicable con otras normas legales cercanas que reconocían este fundamental binomio de nociones concatenadas (como el artículo 333 del vigente CC).




    Por otro lado, esta construcción abre varias cuestiones de comprobación inmediata respecto a la categorización de los bienes públicos: (i) Los bienes públicos no dependen de la naturaleza material, inmaterial, corporal, incorporal, natural o artificial de la cosa jurídificada, sólo hace falta que la última sea susceptible de una lícita apropiación funcional o útil por parte de un sujeto de derecho. (ii) El sujeto de derecho que se apropia o aprovecha de la cosa no se corresponde necesariamente con el concepto de persona, pudiendo ser asimilable a la administración pública sin mayor inconveniente, (iii) en concreto, los bienes públicos “son derechos que permiten utilizar las cosas apropiables u obtener ventajas de ellas”28. Por tanto, los primeros son valiosos por su utilidad efectiva, tal como lo plantean las definiciones generales peruanas (ver por todas los literales a) y b) del numeral 2.2 del RLGSNBE). (iv) Los bienes públicos se van expandiendo en número, clasificaciones y usos en virtud del progreso tecnológico y el avance de la ciencia, en consecuencia, éstos pertenecen siempre a un concreto régimen de numerus apertus y dependiente de categorías sectoriales que puedan ir surgiendo para tratar nuevos fenómenos (como por ejemplo la masiva desmaterialización que es tan relevante para la operación de infraestructuras públicas)29.




    2.3. El tercer elemento: el bien y el patrimonio público




    El Derecho administrativo asume la importancia de que los bienes públicos sean una colección o agrupamiento de cosas funcionalmente útiles puestas de manera ordenada en manos de una puntual administración pública. Por lo anterior, es que, en nuestro ordenamiento, desde la legislación organizativa, sectorial y de bienes públicos mantiene una clara tendencia a recoger la vieja figura30 del patrimonio como un mecanismo que garantice un conjunto definido de bienes y derechos (surgidos de los primeros) puestos a favor de este titular para que pueda funcionar, sostenerse y practicar distintas actividades administrativas (ver el recojo del “patrimonio mobiliario e inmobiliario estatal” del artículo 3 del RLGSNBE). Pero, además, esta categoría es utilizada como una barrera jurídica para excluir y distinguirse de las titularidades y otros derechos privados reales ab initio que puedan obstaculizar la salvaguarda de los intereses públicos (por todos ver las garantías establecidas en el artículo 7 de la LGSNBE).




    Si se quiere, tomando en consideración el anterior planteamiento de parapeto, existe una garantía patrimonial pública construida por nuestro Legislador en repetidas disposiciones, que se expande o retrocede en números y clases, dependiendo de los niveles de autonomía económica o administrativa otorgada legalmente al sujeto titular, que no sólo genera efectos organizativos internos o externos sino produce la obligatoriedad de su mantenimiento material mínimo de cada organización administrativa, a fin de evitar la imposibilidad de su funcionamiento y servicio efectivo al interés público31. Pero además es la fuente de singularización de estas titularidades públicas frente a cualquier derecho real privado, siendo éste el elemento central que tiene nuestro Derecho para presentar una postura híbrida sobre los bienes públicos y el dominio público (como categorías de doble efecto funcional y orgánico, en tanto, expresión de una afectación legal de los bienes a determinados intereses públicos y un permanente ingreso o adquisición orgánica de éstos a favor de los respectivos patrimonios públicos)32.




    Por otro lado, el recojo del patrimonio en nuestra legislación también implica el reconocimiento de todos los derechos reales que puedan ser ejercitados lícitamente por parte de nuestras administraciones públicas, desde la propiedad y otros distintos a la transferencia de dominio, siempre que estas figuras, agrupadas en los denominados actos de administración y disposición, aparezcan específicamente contenidas en los listados de técnicas establecidos en el ordenamiento vigente (por todos ver los literales a) y b) del numeral 2.3 y el Título III del RLGSNBE), y, además, su práctica no atente contra la naturaleza esencial del bien (como pasaría como las prevenciones recaídas sobre los demaniales recogidas en el el numeral 29.1 de la LGSNBE). Si se quiere, esta idea patrimonialista ha roto por completo la tendencia de la materialidad y la sola titularidad o dominio como objetos estelares de este régimen, para pasar a una visión más amplia y flexible que permita el ingreso de los derechos dentro de una gran categoría de bienes públicos, no importando si estos últimos son demaniales o sometido al dominio privado33.




    También el Legislador ha considerado que el agrupamiento de números y calidades del patrimonio público sea permanente y continuo, no importando que las formas usadas para este propósito sean propias del régimen general de bienes estatales o de categorías extraídas del propio Derecho civil. En cualquier caso, en todas ellas, es posible encontrar una implícita prohibición de fundamentación lucrativa o especulativa de la operación de adquisición, administración o disposición de los objetos, más allá de su naturaleza demanial o de dominio privado34. Si se quiere la ampliación, el tratamiento o la reducción nunca puede estar justificada en la mera eficiencia del mercado (aunque puede resultar útil en muchos supuestos), sino en razones de servicio o tutela al interés público quedando claro que es un patrimonio de atención a finalidades ajenas y cuya perspectiva de eficiencia debe ser correctamente encauzada con el combinado “uso y aprovechamiento económico y/o social (…) atendiendo a los fines y objetivos institucionales” (ver artículo 28 de la LGSNBE)35.




    Lo anterior es la mecánica de entendimiento que considero se debe llevar adelante ante la cláusula legal recientemente introducida denominada: “eficiente gestión del portafolio inmobiliario de los bienes estatales, optimizando su uso y valor” (ver el modificado literal c) del numeral 14.1 de la LGSNBE).




    Pero además el patrimonio público, como la sumatoria de todos los bienes y derechos reales entregados o adquiridos por las administraciones públicas peruanas, supone un orden mínimo utilitario. Desorganizados, insuficientes o en solitario tienen poco valor para salvaguardar los intereses públicos pertinentes, obtener financiación propia o incluso lograr fomentar la iniciativa privada desde el ámbito de la organización administrativa. Sin embargo, en un número apreciable, inventariados, gestionados, con amplia heterogeneidad y unidos alrededor del concepto patrimonial, pueden ser mejores medios instrumentales a favor del bien común. Es más, el patrimonio permite acotar y controlar de mejor manera el grupo de cosas entregadas por el Legislador a favor de un titular, asumiéndose la posibilidad de un reparto sistemático y equilibrado ejecutado principalmente mediante: (i) leyes de bienes públicos, (ii) leyes organizativas (de fundación específica o de clasificación territorial general como la LOPE, LOGR, LOM o la LBD), o, por último, (iii) leyes sectoriales (como pasaría con los dispositivos sobre yacimientos arqueológicos, los recursos naturales, terrenos eriazos, herencia yacente, los bienes incorporales referidos a la propiedad intelectual o al software, entre otros).
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